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HONORABLE CAMARA:











	Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación viene en informar el proyecto de la referencia, originado en una moción del Diputado señor Felipe Valenzuela, Diputada señora María Antonieta Saa y Diputados señores Homero Gutiérrez, Carlos Montes, Baldo Prokuriça, Jaime Rocha y Jorge Ulloa, y ex Diputado señor José Antonio Viera Gallo.





	Se hace constar que el Presidente de esta H. Corporación, mediante oficio Nº 0996, de fecha 30 de octubre de 1996, comunicó a los autores de la iniciativa que, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 14 del Reglamento de la Cámara de Diputados, procedió a declarar la inadmisibilidad de la moción en virtud de lo dispuesto en el número 4 del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República, que dispone que "Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:





	"4.º Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la administración pública y demás organismos y entidades anteriormente señalados�, como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes;”.





	Posteriormente, en la sesión 11ª, de fecha 31 de octubre de 1996 --a solicitud el Diputado señor Felipe Valenzuela, quien impugnó la decisión del Presidente--, la Sala de la Corporación reconsideró tal decisión, rechazando la declaración de inadmisibilidad del proyecto de ley en informe.





	Para el despacho de este proyecto, la Comisión contó con la colaboración de las  siguientes personas:





	El señor Jaime Pérez de Arce, Ministro de Educación subrogante; el señor Lelio Castillo, Director del Departamento de Profesores Contratados a Plazo Fijo, y la señora Marlene Mejías Gallegos, dirigenta nacional del Colegio de Profesores de Chile A.G.; los señores Gonzalo Duarte, Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, Sergio Núñez, abogado de dicha agrupación, Mario Vargas Gutiérrez y Romilio Gutiérrez Pino, asesores técnicos de la misma y directores de las Corporaciones Municipales de las comunas de Santiago y Las Condes, respectivamente, y Patricio Cueto Román y Juan Carlos Mella A., secretarios generales de las Corporaciones Municipales de las comunas de Conchalí y Peñalolén.








ANTECEDENTES.





	La ley Nº 19.070, que fija el Estatuto de la Profesión Docente.





	En lo que interesa a este informe, cabe citar los siguientes artículos:





	Su artículo 1º fija el ámbito de aplicación de este Estatuto, disponiendo que quedarán afectos a él los docentes que prestan servicios en los establecimientos de educación prebásica (subvencionados), básica y media, de administración municipal o particular reconocida oficialmente, así como en los establecimientos de educación técnico-profesional administrados por corporaciones privadas sin fines de lucro ( del D.L. Nº 3.166, de 1980), como también los docentes que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal.





	Su artículo 2º define a los profesionales de la educación.  Al efecto, señala que son las personas que posean título de profesor o educador, concedido por Escuelas Normales, Universidades o Institutos  Profesionales. Además, asimila como tales a todas las personas legalmente habilitadas para ejercer la función docente y las autorizadas para desempeñarla de acuerdo a las normas  legales vigentes.





	Su artículo 3º da cuenta del contenido del Estatuto, indicando que éste norma los requisitos, deberes, obligaciones y derechos de carácter profesional, comunes a todos los profesionales de la educación, tanto del sector municipal como particular





	Su artículo 19 señala el ámbito de aplicación de la carrera de los profesionales de la educación en el sector municipal y define este último concepto.





	Su artículo 20 establece la forma de ingresar a la carrera docente del sector municipal, la que se efectúa mediante la incorporación a la respectiva dotación docente y define lo que debe entenderse por tal dotación, refiriéndola a la cantidad de profesionales de la educación necesaria para atender el número de horas cronológicas de trabajo semanales y los cargos docentes, docentes directivos y técnico-pedagógicos que requiere un establecimiento.





	Su artículo 24 describe los requisitos para ingresar a la dotación docente de un establecimiento del sector municipal.


	Su artículo 25 señala la calidad en que se incorporan a una dotación docente los profesionales de la educación, la que puede ser como titulares o contratados. Son titulares aquellos que se incorporan a una dotación docente previo concurso público de antecedentes.  La calidad de contratados la tienen aquellos que desempeñan labores docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares.





	Su artículo 26 fija un tope al número de profesionales que pueden tener la calidad de contratados en una misma Municipalidad o Corporación Educacional, el que, expresado en número de horas, no puede exceder del 20% del total de horas de la dotación de las mismas, a menos que en la comuna no haya suficientes docentes que puedan ser integrados en calidad de titulares. Además, prohibe desempeñar funciones docentes directivas a los docentes a contrata.





	Su artículo 27 exige la participación en un concurso público de antecedentes para ingresar a una dotación docente en calidad de titular.





	Su artículo 28 señala las medidas de publicidad con que deberá convocarse a los concursos públicos para proveer los cargos de titulares de una dotación. Dichas convocatorias se efectuarán dos veces al año y tendrán el carácter de nacionales. Asimismo, se podrá convocar a concurso cada vez que sea imprescindible llenar una vacante producida y no fuere aplicable el artículo 25.





	Su artículo 36 confiere a los profesionales de la educación con calidad de titulares de una dotación el derecho a la estabilidad en el cargo, a menos que deban cesar en él por alguna de las causales de expiración de funciones establecidas en este Estatuto.








FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.





	Sostienen los patrocinantes de la moción que el Estatuto Docente, mediante su artículo 25, dispone que los profesionales de la educación del sector municipal se incorporan a una dotación docente en calidad de titulares o en calidad de contratados, señalando al respecto que son titulares aquellos que se incorporan a una dotación docente previo concurso público de antecedentes, y tienen la calidad de contratados quienes desempeñen labores docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares.





	Agregan que, a pesar de la aparente claridad acerca de la calidad en que puede encontrarse un profesional de la educación respecto de una determinada dotación docente, tales conceptos generan un profundo vacío, ya que no comprenden a un importante sector de profesores que desempeñan funciones docentes en forma permanente y periódica, como si en realidad tuvieran la calidad de titulares.  De esta forma, dichos profesionales son asimilados a los contratados, con la consecuencial pérdida de una serie de beneficios y derechos laborales.





	Afirman que alrededor de 15.600 maestros se encuentran en esa situación, algunos de los cuales han permanecido más de seis años en tales condiciones.  Advierten que esta situación se ve agravada si se considera que su regularización por parte de los alcaldes es imposible de hacer, ya que, si llaman a concurso público para proveer esos cargos, no existe norma alguna que los autorice para discriminar positivamente a favor de aquellos profesores que han ejercido por años en calidad de contratados.





	Por las consideraciones expuestas, los autores del proyecto estiman de suma importancia regularizar legalmente esta insostenible situación mediante la concesión, por única vez, de la calidad de titulares a los profesionales de la educación que se han desempeñado dentro de una misma dotación docente por más de 3 años.








IDEA MATRIZ DEL PROYECTO.





	La idea matriz o central del proyecto se orienta a regularizar la situación laboral de aquellos profesionales de la educación incorporados, por de más de tres años, en calidad de contratados, en la dotación docente de un mismo municipio o Corporación Educacional Municipal, mediante la concesión, por única vez, de la calidad de titular de la respectiva dotación docente.








SÍNTESIS DE LAS EXPOSICIONES FORMULADAS EN LA COMISIÓN.





	El señor Jaime Pérez de Arce (Ministro de Educación (S)), en primer lugar, afirmó que el Estatuto de los Profesionales de la Educación establece con meridiana claridad que la contrata no puede exceder el 20% de la dotación comunal docente y, por tanto, no es efectivo que éste sea un problema sin límites.





	En segundo lugar, señaló, que, además está claramente establecido que los profesores del sector municipal sólo pueden ser designados en calidad de contratados para realizar actividades docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares.  En consecuencia, -afirmó- no puede contratarse a un profesor en calidad de contratado para impartir clases regulares o para desempeñar labores docentes directivas.





	Asimismo, estimó pertinente aclarar que en el régimen estatutario de los profesionales de la educación no existe la figura del contrato a plazo fijo.  Por lo tanto, -precisó- las situaciones de este tipo que de hecho pudieran existir son claramente contrarias a la normativa legal vigente.





	Puso de relieve que, para prevenir la ocurrencia de tales situaciones, nuestro ordenamiento jurídico contempla la existencia de instancias encargadas de velar por el cumplimiento de las disposiciones del referido Estatuto, como son la Contraloría General de la República, en el caso de aquellos municipios que tienen Departamentos de Administración Municipal, y la Dirección del Trabajo, si se trata de Corporaciones Municipales.  





	En consideración a lo expuesto, señaló que el Ministerio de Educación no tiene facultades para fiscalizar las irregularidades que se hayan producido en este ámbito. Igualmente, sostuvo que no es necesario legislar para resolver este tipo de situaciones -como lo plantea el Colegio de Profesores- porque, para ello, sólo bastaría exigir el cumplimiento de las leyes que las prohiben.





	Por último, indicó que la modalidad de la contrata es común a toda la Administración del Estado y, por tanto, la incorporación automática de los profesores que se encuentran en tal calidad en las respectivas plantas municipales docentes constituiría una discriminación arbitraria en contra de los demás funcionarios públicos y municipales que se desempeñan en iguales condiciones.





* * * * *





	El señor Lelio Castillo (Director del Departamento Nacional de Profesores Contratados a Plazo Fijo) sostuvo que la situación de los docentes que trabajan en virtud de contratos a plazo fijo –que se arrastra desde hace ya largo tiempo- es bastante difícil, especialmente por la tremenda inestabilidad laboral que viven, la que, en su caso se extiende por cuatro años.   Hizo presente, también, que en contra de éstos se cometen una serie de arbitrariedades de carácter administrativo por parte de los jefes superiores y que pierden todo un conjunto de beneficios sociales establecidos para los profesionales de la educación, por el solo hecho de poseer la condición de profesores a contrata. Es el caso -especificó- de la asignación de escolaridad, del seguro de vida contratado por el Colegio de Profesores para sus afiliados y de las prestaciones que otorga el Servicio de Bienestar del Magisterio, que no pueden impetrar, debido a los períodos de discontinuidad que registran. 





	Asimismo, denunció que, por tener la calidad de contratados, a algunos de ellos se los obliga a practicarse exámenes de medicina preventiva cada año, con cargo a sus escuálidos ingresos, para poder renovar sus contratos y se les califica anualmente -por los directores de educación municipal-, lo que es absolutamente discriminatorio porque no ocurre lo mismo con los profesores titulares. 





	A mayor abundamiento, señaló que la problemática situación que viven los aproximadamente 15.600 profesores, contratados a plazo fijo, se manifiesta, además, en los siguientes aspectos:





	- Viven una situación anómala, limitante, discriminatoria y marginal, que atenta en contra de sus derechos como personas y como trabajadores.





	- Sus derechos constitucionales individuales se ven afectados; esta situación no es equitativa para la realización personal y profesional de cada uno de ellos, privándolos de sentir identidad con la unidad educativa a la que pertenecen, lo cual va en desmedro del compromiso de cada escuela en mejorar la calidad y equidad educacional.





	- Son objeto de presiones económicas y psicológicas de un sistema desigual y socialmente injusto, las que se acentúan al final del año y durante las vacaciones, impidiéndoles gozar de un merecido descanso.





	- No pueden tomar los cursos de perfeccionamiento que desearían, dada la condición temporaria y de inestabilidad que viven, como así también debido al costo que éstos tienen en relación con sus remuneraciones. Esto les resulta negativo en caso de participar en algún concurso para acceder a la titularidad de una dotación docente, por el alto puntaje asignado a este antecedente. 





	- Son menoscabados en sus postulaciones a becas de perfeccionamiento.





	- Son marginados de los procesos de postulación para pasantías en el extranjero.





	- Se sanciona con la no renovación de sus contratos a algunas docentes que se embarazan, lo que atenta en contra de la más alta aspiración de una mujer a quien la naturaleza ha dotado para la continuidad de la vida, generándole un castigo psicológico inhumano.





	- No son sujetos de crédito en las entidades financieras, cajas de compensación, SERVIU, etc.	





	- Son marginados de los aguinaldos, pago proporcional de las vacaciones, etc.





	A continuación, y con relación al texto del proyecto, formuló las siguientes observaciones.





	En cuanto al tiempo de servicio acumulado en calidad de contratado, que se exigiría para impetrar el beneficio que propone conceder la moción, explicó que no todos los profesores a contrata trabajan un año entero en forma continua (a veces son contratados por días y, luego de un receso, vuelven a prestar servicios por uno, dos o tres meses, etcétera).  En consecuencia, acumular tres años de servicio en tal calidad, como lo exige el proyecto, es una empresa difícil que equivaldría a no menos de cinco años de trabajo contados en forma cronológica.  Sobre el particular, pidió rebajar esta exigencia a sólo dos años.





	Asimismo, y para los efectos de contabilizar las horas vacantes con cargo a las cuales se otorgaría la calidad de titular, propuso, considerar las horas vacantes de todos los niveles de enseñanza reconocidos por la ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.





	Por último, solicitó eliminar el concurso interno que contempla la iniciativa, debido a que éste constituiría un obstáculo innecesario si lo que el legislador se propone es otorgar la titularidad en el cargo a los más de 20 mil profesores contratados del país.





* * * * *





	La señora Marlene Mejías G. (dirigenta nacional del Colegio de Profesores de Chile A.G.) confirmó que el Estatuto Docente reconoce solamente dos categorías de profesores: la de titulares y la de contratados, debiendo estos últimos postular a los concursos públicos a que deben convocar las municipalidades o corporaciones municipales para acceder a la titularidad en una determinada dotación docente, los que, por diferentes razones, no han hecho. Así es como esta situación, que debiera ser transitoria, se ha vuelto permanente, toda vez que el Código del Trabajo no se aplica supletoriamente a los profesores contratados del sector municipal, como sí ocurre con los del sector particular subvencionado, cuyos contratos se transforman automáticamente en indefinidos después de dos años de servicio. Al respecto, informó conocer algunos casos de colegas que han permanecido hasta doce años en la condición de contratados y que, en lo personal, ella ha ejercido durante seis años en tal calidad. 





	Hizo presente que, entre los docentes, hablan de contratos a plazo fijo, en contraposición a los de plazo indefinido a que se refiere el Código del Trabajo, porque, por regla general, aquellos vencen el 28 de febrero de cada año. Igualmente, señaló que no siempre les son renovados desde el uno de marzo, siguiente, sino que a partir del primer día laboral del año escolar respectivo.





	A continuación, afirmó que la situación en comento responde, por una parte, a la falta de cumplimiento oportuno de las normas que obligan a los municipios a convocar a los concursos públicos para llenar las vacantes que se van produciendo en sus respectivas plantas docentes; y, por otro lado, a la falta de acceso de los profesores a contrata a cursos de perfeccionamiento que les permitan postular con alguna posibilidad de éxito a los escasos concursos que se han realizado.





	Adicionalmente, informó que alrededor del 40% de los profesores que se encuentran actualmente en esta situación fueron exonerados, en su momento, por motivos políticos y no se les ha hecho justicia permitiéndoles recuperar la titularidad de los cargos de que fueron despojados.





	Por último, junto con solicitar una pronta y definitiva solución a este problema, denuncio que, a raíz  del mismo, se han dado situaciones aberrantes, en las que colegas suyas han sido maltratadas y hasta despedidas por el solo hecho de quedar embarazadas mientras ejercían en calidad de contratadas.





* * * * *





	El señor Gonzalo Duarte (Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades) observó que a través de esta iniciativa se intenta nuevamente discriminar contra el sector de educación municipal, ya que permanentemente se han incrementado sus gastos mediante la imposición de nuevas obligaciones, sin considerar que se trata de un sistema sujeto a una estructura de costos fijos e ingresos variables, afecto al cumplimiento de un conjunto de normas legales que no se aplican de igual manera al sector particular subvencionado.





	Sostuvo que conceder a los profesores a contrata la titularidad de sus cargos constituiría efectivamente un nuevo elemento de discriminación y acarrearía la inamovilidad de los mismos, afectando significativamente la calidad de la educación en la medida en que ello obligaría a mantener en sus puestos a profesores cuyo desempeño es, en muchos casos, bastante deficiente.





	Hizo presente, que, en cambio, la educación particular subvencionada sí puede reemplazar su dotación docente año a año e incorporar incentivos; no está obligada a cumplir con una estructura de remuneraciones rígida, centralmente definida; puede poner en aplicación sistemas de financiamiento compartido a los que no puede apelar el sector municipal, debido a las características socioeconómicas de la población que atiende, etcétera.





	Sostuvo que los alcaldes han representado desde el origen del sistema de descentralización de la educación y del Estatuto Docente su discrepancia con este trato discriminatorio, pues piensan que la educación de nuestros niños debe ser regulada en condiciones igualitarias para todos.  Así, si en definitiva se estima positivo para la calidad de la educación y para el desarrollo de nuestros educandos que haya un sistema como el que rige a la educación municipal, éste debiera ser aplicado a todos los sectores; pero no les parece justo que sean precisamente los más pobres, aquellos que no presentan las ventajas comparativas de una cierta rentabilidad económica, los que deban pagar los costos de una supuesta mayor equidad en el concepto del recurso docente.





	En dicho contexto, expresó la preocupación del gremio por el proyecto, con el cual -a su juicio- se continuaría rigidizando la administración del recurso humano en los municipios, rompiendo con una tendencia modernizadora de la estructura del Estado que el Gobierno está tratando de impulsar y que persigue flexibilizar, dinamizar y generar más bien estímulos para un mejor desempeño de manera permanente, fomentando la responsabilidad individual en el ejercicio de las tareas que les son encomendadas a las personas.





	Desde ese punto de vista, manifestó su convicción de que es necesario abrir un debate sobre el tema de fondo, cual es el funcionamiento general del sistema de educación municipal, y no continuar introduciendo modificaciones puntuales o adecuaciones específicas a las normas que lo regulan.  





* * * * *





	El señor Mario Vargas G. (Jefe del Departamento de Educación Municipal de la comuna de Santiago) informó que la Asociación Chilena de Municipalidades es de la opinión de que el marco específico definido por la ley para la dotación docente contratada del sector municipal, equivalente al 20 por ciento del total de horas docentes, contribuye a flexibilizar las plantas y, en consecuencia, el sistema, por lo que aspira a ir agregando gradualmente mayor flexibilidad a plantas que considera demasiado rígidas en la actualidad.





	En segundo lugar, señaló que, como producto de los programas de jubilación que se han implementado durante dos años consecutivos, en el último tiempo han notado que la cantidad de profesores contratados ha aumentado sensiblemente.  Piensan que esta cifra va a seguir creciendo con la incorporación de los colegios a los programas sobre jornada escolar completa y también debido a las modificaciones que se han introducido y se van a seguir introduciendo en los planes y programas de estudio, especialmente de la enseñanza media técnico profesional, todo lo cual demandará una mayor dotación de profesores.  





	Respecto del proyecto, advirtió que existen algunas dificultades que se producen tanto en municipios pequeños como también en aquéllos con grandes componentes de ruralidad, los cuales no tienen posibilidad de incorporar a sus plantas a profesores titulares, ya que trabajan con profesores que son autorizados cada año por el Ministerio de Educación para ejercer como tales.  Les preocupa que el proyecto pretenda legalizar su situación, en circunstancias que muchos de ellos no cumplen con uno de los requisitos básicos para acceder a la calidad de titulares.





	Aclaró que la calidad de contratado de un profesor no limita las asignaciones a que tiene derecho en el marco legal vigente.  Por lo tanto, no sólo perciben la remuneración básica mínima nacional, sino que también todas las asignaciones que la ley contempla, incluido el feriado de vacaciones. 





	Por otra parte, afirmó que la calidad de titular en los municipios no es equivalente a las características del contrato indefinido que consagra el Código del Trabajo, pues las condiciones en que se prestan los servicios son diferentes en uno y otro caso.  Por tanto, no se puede homologar la forma de ingresar al sistema si no se homologa también la forma de salir del mismo.  Así, si bien es cierto que, de acuerdo al Código del Trabajo, el contrato de trabajo que se renueva por dos o más años consecutivos adquiere el carácter de indefinido, no hay que dejar de tener presente que el trabajador puede perder ese carácter bajo las consideraciones que esa misma normativa prevé.





	En el sector municipal de la educación, en cambio, para dejar de ser titular hoy no existen mecanismos tan expeditos como los del Código del Trabajo, ya que sólo se puede separar a un profesor de su cargo cuando a través de un sumario administrativo se ha acreditado la comisión de una falta grave por parte del docente en el ejercicio de su profesión o, en su defecto, cuando ha disminuido notablemente la matrícula en una comuna, lo que obliga a reducir proporcionalmente la dotación respectiva.





	En resumen, postuló que, si se quiere aplicar la lógica de la legislación privada a corporaciones de derecho público como son las municipalidades, ello debiera hacerse en forma integral y no sólo parcialmente.





	En cuanto a los concursos internos que contempla el proyecto, señaló que de acuerdo con la Constitución Política de la República, los concursos que contempla la legislación deben garantizar el acceso igualitario de las personas a los cargos de la Administración del Estado.  En tal sentido, la propuesta de la iniciativa vulnera la posibilidad de que cualquier profesor pueda servir en calidad de titular las horas vacantes que se produzcan en las respectivas dotaciones municipales.





	Por último, planteó que la Contraloría General de la República debe jugar aquí un rol fundamental; y, si hay municipios que han excedido el 20% de la dotación docente contratada, es labor de ese organismo representar a los alcaldes tal situación y solicitarles que convoquen a la brevedad a los concursos públicos para inscribirse en el marco de lo que la ley autoriza.





* * * * *





	El señor Romilio Gutiérrez P. (Jefe del Departamento de Educación Municipal de Las Condes) advirtió que la aprobación del proyecto, sin duda, emitirá una señal en el sentido de que las municipalidades pueden ver incrementadas sus dotaciones en cualquier momento por el solo ministerio de la ley. Ello constituye un elemento que podría distorsionar la escasa flexibilidad de que gozan hoy los municipios para contratar una cantidad de docentes en la modalidad a contrata no superior al 20% de sus respectivas plantas, lo que atentaría contra la posibilidad de generar nuevos empleos para los profesores como producto del dinamismo que está adquiriendo la educación, de los proyectos que se están estableciendo y de la implementación de los planes y programas alternativos que cada establecimiento podrá hacer.


	Así, mientras por un lado se están introduciendo grados de flexibilización para proponer nuevos planes y programas a nivel de unidades educativas, por otro se están rigidizando las plantas docentes, lo que, a juicio de la Asociación, atentaría contra una sana administración del sistema de educación municipal.





	Otra de las críticas que le merece el proyecto tiene que ver con la autonomía, pues los municipios han estado exigiendo mayores grados de libertad para decidir cada vez más materias a nivel local, de manera que los establecimientos educacionales puedan a su vez tomar más resoluciones por sí mismos.  Sin embargo, a través de esta iniciativa, se estarían incrementando las plantas municipales de educación, sin tomar en cuenta la opinión de las diferentes unidades educativas.





	Abogó por que se inicie un proceso de revisión global del Estatuto Docente, con el objeto de buscar fórmulas que permitan introducir grados de flexibilización necesarios para modernizar la gestión a nivel de los establecimientos educacionales.





	Finalmente, afirmó que el proyecto no contribuye en nada a mejorar la calidad de la educación que ofrecen los municipios, al introducir normas que rigidizan la administración del recurso humano, que es lo más importante dentro de los colegios.








DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.





	Vuestra Comisión de Educación, después de escuchar las explicaciones de los patrocinantes de la moción que integran la misma, acerca de los antecedentes, fundamentos, objetivos y contenidos del proyecto -ya expresados en los capítulos anteriores-, procedió a brindarle su aprobación, por la unanimidad de sus miembros presentes, en consideración a las siguientes razones.





	El Estatuto Docente, aprobado en 1991, estableció que los profesores adscritos al sector municipal de la educación podrían ser designados en sus cargos en calidad de titulares o, excepcionalmente, en calidad de contratados para desempeñar labores docentes transitorias, experimentales, o de reemplazo de titulares, pudiendo los contratados postular a la titularidad, posteriormente, previo llamado a concurso público efectuado por la municipalidad respectiva.





	Sin embargo, este último mecanismo no ha operado, en general, en gran parte de los municipios del país, ocasionando un gran daño a los profesores a contrata.  Ninguno de ellos tiene la estabilidad laboral deseable, justa y necesaria, que les permita organizar sus economías familiares, ya que ninguno de ellos sabe qué va a suceder con sus empleos.





	La inestabilidad laboral no sólo incide en los profesores, sino que también en los alumnos, pues, cuando no existe una dotación docente estable para la atención de los diferentes cursos de un establecimiento, se producen continuos cambios de profesores, lo que resulta perjudicial para la formación de los educandos.





	Lo anterior resulta inaceptable, toda vez que este estatuto especial, que tuvo por objeto favorecer a los profesores excluyéndolos de la aplicación de las normas generales del Código del Trabajo --que de pleno derecho transforma en indefinidos los contratos de trabajadores a plazo fijo que se prolongan o renuevan por más de dos años--, a la postre ha terminado perjudicando a más de 15.600 docentes que llevan años en calidad de contratados sin poder acceder a la calidad de titulares, porque los municipios no llaman a concurso para proveer nuevos cargos. Se trata una irregularidad que cada día va en aumento, a la cual es necesario poner término.





	Entonces, por las mismas razones que el Código del Trabajo protege, del modo arriba señalado, a los trabajadores afectos a él, la normativa especial docentes debería brindar igual protección a aquellos profesores incorporados a las dotaciones municipales respectivas en calidad de contratados, después de un período determinado.





	Tuvo en cuenta la Comisión, además, que la modalidad a contrata deja encomendada al arbitrio de los alcaldes la decisión acerca de la renovación o revocación de los contratos de los profesores, instancia en la cual pueden intervenir a veces elementos ajenos al desempeño de los mismos 








DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.





	El artículo único del proyecto concede, por única, vez el carácter de titulares a los profesores que se han desempeñado, a la fecha de esta ley, como profesores contratados, a plazo fijo, por a lo menos tres años de servicios en el sector municipal educacional, sea que se administren directamente por las Municipalidades o a través de Corporaciones Municipales.  Agrega que la calidad de titular se hará en reemplazo de las horas vacantes en cualquiera de los niveles de enseñanza prebásica y media.  Su inciso segundo dispone que, para dichos efectos, lo profesores deberán presentarse a un concurso interno que se resolverá considerando la experiencia, el perfeccionamiento y el desempeño profesional de los postulantes.





	Durante la discusión de esta norma, vuestra Comisión de Educación, compartiendo varias de las peticiones formuladas por los profesores que asistieron en representación del Departamento Nacional de Profesores Contratados a Plazo Fijo y del Colegio de Profesores A.G., concordó en la aprobación de los siguientes criterios, que constituirían la base para la redacción de un texto sustitutivo de la misma:





	1) Que la concesión de la titularidad que el proyecto propugna opere por el solo ministerio de la ley, por una única vez y solamente respecto de los profesores que tuvieren cumplidos los requisitos pertinentes, en el momento de la entrada en vigencia de la norma.





	2) En cuanto a la duración del desempeño previo de los profesores en la contrata, se acordó establecer un lapso mínimo de tres años continuos o de cuatro años discontinuos en la dotación docente dependiente de un mismo municipio o Corporación Educacional Municipal, en la que éstos se encontraren incorporados en el momento de entrar en vigencia la norma.


	3) Asimismo, respecto del desempeño previo de los profesores a contrata, se concordó agregar que el respectivo docente se haya desempeñado, durante todo el período de que se trate, por un mínimo de veinte horas de trabajo semanal. 





	4) No sujetar la concesión de la calidad de titular al "reemplazo de las horas vacantes".





	5) Eliminar el concurso interno, de tal modo que, por el solo hecho de cumplir los profesores los requisitos objetivos que establezca la norma, ipso jure obtendrán la calidad de titular de la dotación docente en la que estén incorporados.





	6) Ampliar la concesión de la titularidad también a aquellos profesores de la educación básica que cumplan los demás requisitos, los que no fueron señalados en el texto original, debido a una involuntaria omisión.





	7) Por último, se acordó eliminar la referencia al "plazo fijo" de los contratos, toda vez que la normativa legal vigente en materia de educación no contempla dicha modalidad de contrato.





	Teniendo presentes los referidos acuerdos, la Diputada señora María Antonieta Saa y los Diputados señores Nelson Ávila, Sergio Correa, Homero Gutiérrez, Gonzalo Ibáñez, Rosauro Martínez, Jorge Ulloa, Felipe Valenzuela, Sergio Velasco y Patricio Walker formularon la siguiente indicación sustitutiva del artículo único del proyecto:





	"Artículo único.- Concédese, por única vez, la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo Municipio o Corporación Educacional Municipal, a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que, a la fecha de esta ley, se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados y que se hayan desempeñado como tales en la misma durante, a lo menos, tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de veinte horas cronológicas de trabajo semanal.





	- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por ocho votos a favor y uno en contra. 





	La oposición fue de la Diputada señora María Victoria Ovalle, por estimar ella que la titularidad que el proyecto propone otorgar a los profesores a contrata conlleva una suerte de inamovilidad que resultaría perjudicial para el sistema de educación municipal, pues tal calidad dificulta deshacerse de los malos profesores.








CONSTANCIA.





	Para los efectos de lo establecido en los Nºs. 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:





	1º Que el proyecto no contiene disposiciones que sean propias de ley de rango orgánico-constitucional o de quórum calificado.





	2º Que no contiene disposiciones que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda.





	3º Que fue aprobado en general por unanimidad.





	4º Que no hubo artículos ni indicaciones rechazadas.





* * * * *





	Por las razones expuestas y por las que dará a conocer el señor Diputado  Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al que sólo se le han introducido modificaciones formales sin mayor relevancia, de acuerdo al siguiente texto:








	PROYECTO DE LEY.





	"Artículo único.- Concédese, por única vez, la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo Municipio o Corporación Educacional Municipal, a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que, a la fecha de esta ley, se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados y que se hayan desempeñado como tales en la misma durante, a lo menos, tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de veinte horas cronológicas de trabajo semanal."





	Sala de la Comisión, a 20 de agosto de 1998.





	Se designó Diputado Informante al señor Felipe Valenzuela.























	Acordado en sesiones de fechas 14 y 21 de julio y 4, 11 y 18 de agosto de 1998, con la asistencia del Diputado señor Sergio Velasco de la Cerda (Presidente), Diputadas señoras María Victoria Ovalle Ovalle, María Antonieta Saa Díaz y Diputados señores Nelson Ávila Contreras, Sergio Correa de la Cerda, Maximiano Errázuriz Eguiguren, Homero Gutiérrez Román, Gonzalo Ibáñez Santa María, Rosauro Martínez Labbé, Jorge Ulloa Aguillón, Felipe Valenzuela Herrera, Edmundo Villouta Concha y Patricio Walker Prieto.

















ANDRES LASO CRICHTON


Secretario de la Comisión





� Se refiere a "las entidades semifiscales, autónomas, de los gobiernos regionales o de las municipalidades..."
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